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ADMISIBILIDAD

NATIVIDAD DE JESÚS RAMÍREZ Y OTROS

EL SALVADOR

1º de noviembre de 2010

I.
RESUMEN

1. El 27 de octubre de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una petición presentada por el Instituto de Derechos Humanos de la Universidad Centroamericana “José Simeón Cañas” (IDHUCA) y por Carlota Ramírez Hernández, esta última actuando en nombre propio y en representación de sus familiares (en adelante "los peticionarios"), en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de El Salvador (en adelante el "Estado", “El Salvador” o el “Estado salvadoreño”) por la presunta ejecución extrajudicial de Rufino y Teresa Ramírez; la presunta desaparición forzada de Natividad de Jesús Ramírez, Guadalupe Roble, Salvador Ramírez y los niños José Elías y Jorge Alberto Ramírez, supuestamente perpetradas por agentes estatales en 1982 y por la falta de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de tales hechos.

2. Los peticionarios alegan que el Estado habría violado los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 25 (protección judicial) y 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, "Convención Americana", "Convención" o “CADH”), como también habría violado los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante, “CIPST”). 

3. Por su parte, el Estado alega que los peticionarios no agotaron los recursos de la jurisdicción interna. Sin embargo, reconoció que hubo prácticas como la desaparición forzada de personas durante el conflicto armado interno de El Salvador y reiteró su compromiso de brindar un trato digno y humano a las víctimas de dicho conflicto. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, en concordancia con los artículos 1.1. y 2 de dicho tratado. Además, concluye que es admisible respecto del derecho establecido en el artículo 8 de la CIPST. Asimismo, conforme al principio iura novit curia, la Comisión decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 2, 3, 17 y 19 de la Convención Americana y 1 y 6 de la CIPST. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

5. El 27 de octubre de 2004, la Comisión recibió una petición presentada por IDHUCA y por Carlota Ramírez Hernández, de fecha 22 de octubre de 2004 y le asignó el número 1137-04. El 4 de agosto del 2005 transmitió la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante el “Reglamento”) vigente a la época. La respuesta del Estado fue recibida el 7 de octubre del 2005.

6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios el 21 de diciembre de 2005 y el 8 de junio de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado el 27 de febrero de 2006 y el 13 de mayo de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES 

A.
Posición de los peticionarios

7. La petición refiere a la presunta ejecución extrajudicial de Rufino y Teresa Ramírez y a la desaparición forzada de Natividad de Jesús Ramírez, Guadalupe Roble, José Elías Ramírez, Jorge Alberto Ramírez y Salvador Ramírez, todos miembros de la familia Ramírez; a la falta de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de tales hechos; y a la falta de conocimiento del paradero de las personas desaparecidas. Como contexto, señalan que entre 1980 y 1991, en El Salvador hubo una guerra civil, que dejó un saldo de 75.000 ejecuciones extrajudiciales entre la población civil no combatiente y más de 8.000 desapariciones forzadas. Destacan que la desaparición forzada de personas, constituyó una práctica sistemática perpetrada por agentes estatales o grupos organizados de particulares que actuaban, con el consentimiento y la aquiescencia del gobierno. Indican que el poder judicial era débil, favoreció la impunidad y las violaciones a los derechos humanos porque se negó o era incapaz de investigar los hechos, sancionar a los responsables y auxiliar a quienes intentaban averiguar el paradero de sus familiares.

8. Señalan que entre marzo de 1981 y agosto de 1982, los miembros de la familia Ramírez, quienes en su mayoría participaban en actividades de la iglesia católica, fueron sujetos a constantes amenazas de muerte y otros actos de hostigamiento en perjuicio de todo el núcleo familiar, por parte de miembros del Ejército y/o por hombres vestidos de civil. Informan que en la época, la familia Ramírez residía en dos viviendas, ubicadas en el Cantón “El Progreso”, Nueva San Salvador, La Libertad. En una casa vivía: Carlota Ramírez; su madre Herculana Hernández de Ramírez; sus hermanos Salvador Ramírez y Rufino Ramírez. Este último con su esposa Lucía Cuchilla y los hijos de ambos José Elías, 13 años, Jorge Alberto, 14 años y Máximo, 10 años. En la otra, residía Natividad de Jesús Ramírez (padre de Carlota Ramírez); las hermanas Teresa y Marta Elba Ramírez (hermanas de Carlota Ramírez), esta última con su esposo, Guadalupe Roble.

9. Informan que a principios de marzo de 1981, un grupo de aproximadamente diez hombres armados, según los peticionarios portando fusiles G-3 y vestidos de civil, llegaron a la vivienda de Carlota Ramírez, preguntando por su hermano, Rufino Ramírez y por su madre, Herculana Hernández de Ramírez. Expresan que ingresaron a la casa, ordenaron a Carlota Ramírez, Lucía Cuchilla y a sus hijos que se arrojaran al suelo; catearon el lugar, se llevaron dinero y otras cosas de valor. Además, a Salvador Ramírez, quien se encontraba enfermo, “se lo llevaron hacia unos cafetales, donde lo retuvieron unas tres horas” amenazándolo de muerte. Expresan que con posterioridad, la familia tomó conocimiento que el grupo armado era de las Fuerzas Armadas instalados en la finca “Pinares”, Cantón “Las Granadillas”, San Juan Opico, La Libertad, asignados a la Brigada de Artillería.

10. Indican que un año después, en marzo de 1982, un grupo similar al anterior –armados y acompañados de dos personas con rostro cubierto-, se presentó nuevamente en la vivienda de Carlota Ramírez preguntando por Rufino Ramírez. En la oportunidad, sacaron de la vivienda a Carlota Ramírez, Herculana Hernández y a la niña Carla Deysi Ramírez (hija de Carlota Ramírez de unos meses de vida), las maltrataron, insultaron y amenazaron de muerte. Asimismo, señalan que cuando llegó a la casa Natividad de Jesús Ramírez, lo encañonaron y expresaron que “para la próxima vez tuvieran listo a Rufino Ramírez”. Alegan que temiendo por sus vidas, no dormían en sus viviendas, sino en casas o ranchos abandonados o en los montes.  Indican que en esos días, a primeras horas de la mañana, un grupo considerable de soldados armados que vestían uniforme camuflado, llegaron a uno de los lugares donde los familiares dormían, encontraron el rancho vacío y lo incendiaron.

11. Precisan que el 10 de mayo de 1982, se encontraba distribuido el grupo familiar en dos viviendas cercanas
 y en horas de la madrugada, donde se encontraba Carlota Ramírez, se presentó un sargento -quien habría participado en los hostigamientos previos- ordenando que capturaran a Alejandro Ramírez, quien logró escapar. Señalan que los soldados registraron la casa pero no encontraron el cuarto donde estaban escondidas la peticionaria, junto a su madre, Herculana Hernández con el resto de sus familiares. Agregan que cuando se retiraron los hombres, Carlota Ramírez fue a la casa de su padre, donde su hermana Marta Elba, le habría contado que alrededor de la media noche se presentó un grupo de hombres armados con fusiles G-3, “vestidos de deportistas y con pañoletas en la frente”. Le informó que los hombres capturaron a su hermano Rufino Ramírez y cuando intentó escapar lo asesinaron; que asesinaron a Teresa Ramírez, porque reclamó a los hombres armados y que detuvieron a Natividad de Jesús Ramírez, Guadalupe Roble y a los niños José Elías y Jorge Alberto Ramírez. A la fecha se desconoce su paradero. 

12. Con respecto a Salvador Ramírez, los peticionarios alegan que el 8 de agosto de 1982, fue capturado en un lugar denominado "el carnicero", cantón Las Granadillas de Nuevo San Salvador, por sujetos vestidos de civil, que se conducían en un camión del Ejército y trasladado a un lugar denominado "La Periquera”. A la fecha se desconoce su paradero.

13. Por lo descrito, alegan que el Estado de El Salvador ha violado los artículos 4, 5, 7, 8, 25 y 1.1 de la Convención Americana, como también los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

14. En cuanto al requisito de previo agotamiento de los recursos internos, indican que en la época de los hechos, la familia Ramírez era víctima de persecuciones y atentados contra su vida, lo cual se vio agravado por el clima de inseguridad e impunidad imperante en El Salvador. Informan que la señora Carlota Ramírez, temía por su vida y que tuvo que permanecer oculta por miedo a que los responsables de la muerte y desaparición de sus familiares la buscaran para asesinarla o desaparecerla. Alegan que en la época de los hechos y por la situación de violación sistemática a los derechos humanos por parte de agentes estatales, difícilmente una víctima podía acceder a la justicia, por miedo y porque la justicia no era efectiva para proteger los derechos humanos. Por ello, alegan que los sobrevivientes de los hechos no denunciaron ante instancias estatales las privaciones arbitrarias a la libertad y las ejecuciones extrajudiciales. Informan que el 31 de marzo de 2003, Carlota Ramírez denunció ante la Fiscalía General de la República, las desapariciones de sus familiares, dado que dicho delito se encontraba tipificado en el Código Penal salvadoreño, como un delito de lesa humanidad e imprescriptible
. Alegan que las investigaciones no han tenido avances significativos dado que las únicas diligencias realizadas refieren a entrevistas de varios testigos, por lo que aducen, no puede justificarse el retardo y la denegación de justicia.

15. Se desprende de la petición que se denunció ante la Fiscalía General de la República que los que capturaron a los miembros de la familia Ramírez formaban parte de los denominados “escuadrones de la muerte”, que actuaban bajo el mando de un Coronel y un mayor, asignados a la Brigada de Artillería, ubicada en San Juan Opico, La Libertad.

16. En consecuencia, aducen que han intentado el agotamiento de los recursos, pero que se les ha denegado la justicia y protección judicial. Argumentan que no se ha verificado avance en las investigaciones en la Fiscalía General y por ende recurren ante la jurisdicción de la CIDH.  

B.
Posición del Estado 

17. Respecto de los requisitos de admisibilidad, el Estado alega que no se agotaron los recursos de la jurisdicción interna y que no se desprende una identificación precisa de las presuntas víctimas
. Expresa que no es parte de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, ni del Estatuto de Roma para la Corte Penal Internacional, por lo que no se encuentra obligado a sus disposiciones. En concreto, alega que: 1) las investigaciones por las presuntas desapariciones forzadas se encuentran vigentes y la denuncia se presentó de manera tardía; 2) no se hizo uso del recurso de habeas corpus; y 3) no se ha presentado denuncia por  la muerte o presunta ejecución extrajudicial de las personas individualizadas en la petición. Por ello, invoca la falta de agotamiento de los recursos internos y solicita se declare inadmisible la petición.

18. Señala que Carlota Ramírez presentó una denuncia ante la Fiscalía General de la República el 31 de marzo de 2003 por hechos que ocurrieron el 10 de mayo de 1982, es decir 21 años después de que tuvieran lugar y 11 años después a la firma de los Acuerdos de Paz, momento desde el cual, según el Estado, los peticionarios han contado con plena libertad para interponer su denuncia. Indica que la mención a los plazos es con la finalidad de mostrar a la CIDH, las dificultades que implica realizar una investigación de los hechos 21 años después de ocurridos. Señala que tiene voluntad para continuar con las investigaciones de los hechos alegados; pero que a fin de evaluar la razonabilidad del plazo del proceso se deben aplicar los criterios establecidos por la Corte Interamericana, tomándose en cuenta: a) la complejidad del asunto, el cual se encuentra directamente vinculado con el transcurso del tiempo; b) la actividad procesal del interesado, en la que la intervención por parte de los denunciantes ha sido escasa; y c) la conducta de las autoridades judiciales, respecto de la cual alega que han realizado las diligencias que resultaron posibles.

19. Más específicamente el Estado, alega que los peticionarios no agotaron el recurso de habeas corpus, establecido en la normativa constitucional. Expresa que la Corte Suprema estudia cada caso en particular y emite su decisión, por lo que los peticionarios no podrían suponer que la Corte dicta sus resoluciones siempre en el mismo sentido.  Precisa que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia vía interpretación constitucional ha ampliado el efecto protector del recurso. Añade que la percepción subjetiva de la efectividad en la administración de justicia no exime de hacer uso de los recursos y cumplir con los requisitos convencionales. Además, señala que no existe denuncia fiscal o expediente judicial sobre la muerte de Teresa y Rufino Ramírez, lo que revela que no se ha presentado una denuncia y por ende, no se ha hecho uso de los recursos internos disponibles.

20. Sobre las investigaciones, informó que el expediente tiene el número 724-UDV-03, bajo el delito de desaparición forzada de personas y que las siguientes diligencias se encuentran pendientes en la Fiscalía General: 1) Solicitar y analizar el informe de los Juzgados de Paz de Santa Tecla (por no existir el Instituto de Medicina Legal en esa época) sobre el reconocimiento de los cadáveres de Rufino y Teresa Ramírez, asesinados el día 10 de mayo de 1982; 2) Ampliar de entrevistas a testigos. 
21. Por su parte, el Estado informa que se han realizado las siguientes diligencias: 1) Entrevistas a las testigos: María Bernarda Ramírez de Méndez, Elba Pérez Ramírez de Guerra, Ángela Ramírez Hernández y Cristina Ramírez Viuda de Pérez; 2) Oficio a la División de la Policía Técnica y Científica de la Policía Nacional Civil, remitiendo un casquillo proporcionado por la señora Elba Pérez Ramírez de Guerra, al parecer de un fusil G-3; 3) Informe del Ministerio de la Defensa Nacional sobre el oficial jefe del cuartel o brigada de Artillería de San Juan Opico durante el año de 1982; 4) Informe del Ministerio de la Defensa Nacional sobre los oficiales destacados en la Brigada de Artillería de San Juan Opico durante el año de 1982; 5) Informe del resultado del análisis del casquillo encontrado en el lugar del hecho por un familiar de las víctimas.  Agregó que la Corte Suprema de Justicia se encuentra verificando la existencia de otros procesos a nivel judicial con relación a la desaparición forzada de las presuntas víctimas y que el Ministerio de la Defensa Nacional proporcionó a la Fiscalía General de la República, información relativa a los nombres de oficiales que estuvieron destacados durante el año 1982 en la Brigada de Artillería.
22. El 13 de mayo de 2010, el Estado informó que a partir del 1° de junio de 2009, el Gobierno adoptó una nueva visión respecto de sus obligaciones en materia de derechos humanos, reconociendo que durante el conflicto armado interno se desarrollaron prácticas como la desaparición forzada de personas perpetradas por agentes estatales. El Estado refirió que se había efectuado un reconocimiento de la responsabilidad estatal por tales hechos y una petición de perdón a las víctimas que se hizo extensivo a todas aquellas personas que no han podido terminar su duelo por desconocer el paradero de sus seres queridos y que "durante años han llevado el drama en su corazón sin el amparo de sus instituciones", indicando que ello le habría ocurrido a los familiares de las presuntas víctimas en el presente caso.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 

A.
Competencia 

23. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que El Salvador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 23 de junio de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de El Salvador, Estado Parte en dicho tratado.

24. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  En cuanto a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Comisión observa que el Estado la ratificó el 17 de octubre de 1994, depositando el instrumento de ratificación respectivo el 5 de diciembre del mismo año. En tal sentido, la Comisión tiene competencia ratione temporis para pronunciarse sobre posibles violaciones a dicho instrumento que hubieran tenido lugar a partir de la fecha referida.

25. La Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, de conformidad a lo establecido en el artículo 8 de dicho instrumento.

B.
Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación.  En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando (a) no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; (b) si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; y (c) si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.  

27. En el presente caso, el Estado alega que las investigaciones por las presuntas desapariciones forzadas se encuentran vigentes y que la denuncia se presentó de manera tardía; que no se hizo uso del recurso de habeas corpus y; que no se ha presentado denuncia sobre la presunta ejecución extrajudicial de Teresa y Rufino Ramírez. 
28. Por su parte, los peticionarios alegan que en la época en que sucedieron los hechos y por la situación de violación sistemática a los derechos humanos por parte de agentes estatales, difícilmente una víctima podía acceder a la justicia y que además los sobrevivientes fueron objeto de persecuciones y amenazas, por lo que vivían escondidos y con miedo, lo cual se vio agravado por el clima de inseguridad e impunidad imperante en El Salvador. Por ello, alegan que en ese momento no se encontraban en condiciones de acudir ante las instancias estatales para denunciar los hechos. Indican que posteriormente, el 31 de marzo de 2003, la señora Carlota Ramírez denunció ante la Fiscalía General de la República, las violaciones cometidas en contra de sus familiares. Alegan que el delito de desaparición forzada es un delito de lesa humanidad e imprescriptible y el Estado se encuentra en obligación de investigar de oficio, independientemente de los esfuerzos de los familiares. Añaden que las investigaciones no han producido avance alguno y por ello, en vista del tiempo transcurrido, se considera que existe una denegación de justicia.  
29. A efectos de determinar si se cumple el requisito convencional, corresponde precisar el objeto del reclamo y analizar si se interpusieron los recursos idóneos y eficaces para remediar la situación denunciada o si se presentaron impedimentos para dicho agotamiento. En ese orden de ideas, el objeto del reclamo se relaciona con la presunta responsabilidad de El Salvador por la actuación de agentes del Estado en la presunta ejecución extrajudicial y desaparición forzada de miembros de la familia Ramírez en mayo de 1982, durante el conflicto armado interno; así como a la presunta falta de investigación y sanción de los responsables y la falta de esclarecimiento del paradero de las presuntas víctimas desaparecidas.
30. Al respecto, la CIDH observa que existen dos cuestiones principales que deben ser abordadas en el presente análisis: i) la necesidad de agotar, o no, el recurso de habeas corpus y ii) el estado de las investigaciones penales en sede interna.

31. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la “Corte Interamericana” o la “Corte”) han establecido que “la exhibición personal o habeas corpus sería, normalmente, el [recurso] adecuado para hallar a una persona presuntamente detenida por las autoridades, averiguar si lo está y, llegado el caso, lograr su libertad”
. Sin embargo, la CIDH ha manifestado en anteriores oportunidades que durante la guerra civil, El Salvador carecía de un Poder Judicial independiente, por lo que resultaban notoriamente inefectivas las denuncias de violaciones a derechos humanos, y que durante dicho conflicto, los recursos judiciales internos eran inoperantes, en particular el de exhibición personal o habeas corpus
.
32. Asimismo, la Comisión ha establecido que con posterioridad a esta época, el recurso de hábeas corpus o exhibición personal continuó siendo inefectivo para la investigación de desapariciones forzadas, debido a que las autoridades judiciales exigían a los recurrentes del recurso, la comprobación de la detención
.  Corresponde indicar que el propio Estado ha reconocido, en el contexto de casos tramitados con anterioridad, que sólo a partir de marzo de 2002 la Corte Suprema de Justicia modificó su criterio jurisprudencial por el cual anteriormente negaba la tutela de casos de desaparición forzada, pasando a aceptar la violación del derecho a la libertad física aún sin prueba de la detención y que el recurso puede ser interpuesto para iniciar investigaciones de desapariciones forzadas
.
33. En este sentido, la CIDH observa que el recurso de hábeas corpus no ha operado de manera efectiva en El Salvador en los casos de desapariciones forzadas, aun después de finalizado el conflicto en 1992 y al menos hasta el referido cambio jurisprudencial operado en el año 2002.  Corresponde agregar que en el presente caso, el Estado no ha presentado evidencia en cuanto a que el recurso de habeas corpus en El Salvador fue o es un recurso eficaz para lograr establecer el paradero de presuntas víctimas detenidas desaparecidas.
34. De conformidad a lo anterior, la Comisión observa que la época en que tuvieron lugar los hechos del presente caso se caracterizó por las violaciones sistemáticas de derechos humanos e impunidad, facilitada en parte por la ineficacia del sistema judicial salvadoreño
. Asimismo, observa que los sobrevivientes de los hechos denunciados habrían vivido en la zozobra y en el temor ante persecuciones y amenazas, por lo cual no resultaba razonable esperar que pudieran haber denunciado los hechos cuando los mismos tuvieron lugar y en los años siguientes. En consideración de las circunstancias particulares del caso y del contexto mencionado, la Comisión concluye que los peticionarios se vieron impedidos de acceder a los recursos internos durante la época del conflicto armado y los años subsiguientes. 
35. Por otra parte, los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación que correspondan
. 
 
36. En cuanto al estado de las investigaciones en sede interna, corresponde indicar que las mismas se iniciaron cuando después de la firma de los Acuerdos de Paz en El Salvador, Carlota Ramírez Hernández presentó una denuncia ante la Fiscalía General de la República el 31 de marzo de 2003, dando cuenta de las violaciones cometidas en contra de sus familiares. Se observa que en la denuncia se hizo referencia concreta y expresa no sólo a las desapariciones forzadas, sino a la ejecución extrajudicial de Rufino y Teresa Ramírez, poniéndose de tal manera tales hechos en conocimiento del Estado
.

37. De la información provista por las partes al respecto, se desprende que las investigaciones permanecen aun en etapa de investigación previa hace más de siete años.  El Estado sólo hace referencia a la continuidad de diligencias de investigación en sus informes sin dar cuenta de avances ciertos o significativos que revelen la posibilidad de arribar al esclarecimiento de los hechos.
38. En suma, la Comisión observa que hasta la fecha de adopción de este informe los recursos internos no han operado con la efectividad que se requiere para la investigación de los hechos denunciados, los cuales involucraban graves violaciones de derechos humanos. A los fines del presente análisis de admisibilidad, la CIDH concluye que al momento en que tuvieron lugar los hechos denunciados no se podía acceder a un recurso adecuado y eficaz para dilucidar el paradero de las presuntas víctimas y para denunciar las ejecuciones; y que posteriormente, se han presentado signos de retardo injustificado en el accionar investigativo de las instancias encargadas de la administración de justicia. En consecuencia, resulta procedente aplicar las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos establecidas en el artículo 46.2.b y c de la Convención Americana.

39. Por último, debe señalarse que la invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos prevista en la Convención Americana se halla vinculada estrechamente a la determinación de posibles violaciones de ciertos derechos consagrados en la misma, como la tutela judicial efectiva.  El artículo 46.2 de la Convención Americana, sin embargo, es una norma de contenido autónomo respecto a las otras disposiciones sustantivas del mismo instrumento. A fin de determinar si las excepciones al agotamiento de recursos internos resultan además en violaciones a la Convención Americana en el presente caso, debe efectuarse un análisis diferente en la etapa de fondo de la cuestión denunciada. Ello se debe a que en el análisis de dichas excepciones se utilizan normas de apreciación distintas de las aplicables para la determinación de las violaciones de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.

C.
Plazo de presentación de la petición

40. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un tiempo razonable, según las circunstancias, de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento.

41. Tal como se indicó, la Comisión concluyó que en el presente caso resultan aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.2.b y c de la Convención Americana. Tomando en consideración la presunta falta de investigación y sanción de los responsables de las alegadas ejecuciones extrajudiciales, el carácter continuado de la supuesta desaparición forzada de las presuntas víctimas que habría tenido inicio el 10 de mayo de 1982, la falta de esclarecimiento de sus paraderos o entrega de sus restos a sus familiares, la ausencia de determinación de responsabilidades, y que la petición fue presentada el 27 de octubre de 2004, la Comisión considera que la petición fue presentada en un plazo razonable.

D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

42. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

E.
Caracterización de los hechos alegados

43. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto.

44. La Comisión analizará en la etapa de fondo, si existe una posible violación de los derechos amparados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, en relación con el artículo 1.1 contemplados en la Convención Americana, en perjuicio de las presuntas víctimas; y de aquellos amparados en los artículos 5, 8 y 25, también en conexión con el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de sus familiares. Analizará también la posible violación del artículo 8 de la CIPST. Además, por aplicación del principio iura novit curia, la CIDH analizará en la etapa de fondo, la posible violación de los artículos 2, 3, 17 y 19 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de las presuntas víctimas y la posible violación de los artículos 1 y 6 de la CIPST.  Cabe notar que el análisis del artículo 17 se centrará en lo que surge del expediente en relación con los presuntos actos de hostigamiento contra la familia como tal y el análisis del artículo 19 en los alegatos relacionados al deber de protección especial y la situación de los niños o niñas.  Finalmente, la Comisión señala que el referido artículo 2 de la CIPST presenta la definición de tortura sin establecer un derecho en particular, por lo que técnicamente no podría dar lugar a su consideración para el establecimiento de una violación de derecho.  
45. Por lo tanto, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en el artículo 47.b y c de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES

46. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que el presente caso satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia:

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición, en relación con los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo Convenio, en perjuicio de las presuntas víctimas, y de los artículos 5, 8 y 25, también en relación con el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de sus familiares.  Asimismo, declarar admisible la presente petición respecto del artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Además, por aplicación del principio iure novit curia, la CIDH también analizará en la etapa de fondo la posible violación de los artículos 2, 3, 17, 19 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho Convenio y de los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2.
Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3.
Iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión.

4.
Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1º día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada María Silvia Guillén, de nacionalidad salvadoreña, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.. 


� En la denuncia presentada a la Fiscalía General de la República el 31 de marzo de 2003, se indica que el día 10 de mayo de 1982 la señora Carlota Ramírez Hernández se encontraba con su hija Carla Deysi Ramírez en la vivienda de su hermano Alejandro Ramírez, ubicada en ”San Jerónimo” junto a su madre, Herculana Hernández de Ramírez y sus hermanos Salvador, Alejandro y Francisco Ramírez; la esposa de Alejandro Ramírez, Virginia Contreras y sus hijos: Eliseo Ramírez Contreras, Joaquín Santana, Lorenzo, María Rosa, Concepción, Alejandro y Luis Alonso Ramírez de 14, 13, 10, 15, 7, 12 y 3 años de edad respectivamente. Se agrega que en la otra vivienda estaba Natividad de Jesús Ramírez con su conviviente, Pilar Pérez; Rufino Ramírez junto a sus tres hijos; Teresa Ramírez (18 años) y Marta Elba Ramírez (22 años), junto a su esposo, Guadalupe Roble y su hijo Ever Roble (1 año).


� Adicionalmente, con respecto a la interposición de un recurso de amparo señalan que la Corte Suprema de Justicia salvadoreña, respecto a la solicitud de exhibición personal o habeas corpus a favor de una persona ha establecido en su sentencia de fecha 21 de marzo de 2002 (378-2000HC) que ”resulta ser la Fiscalía General de la República, la institución más idónea tanto constitucional como legal -de entre los entes del Estado- para llevar a cabo las acciones respectivas, a efecto de lograr dicha eficacia; (…)”, con lo cual alegan la inefectividad de dicho recurso.


� Concretamente, el Estado alega que las presuntas víctimas han sido individualizadas por los peticionarios de manera confusa en el relato de su petición, indicando principalmente referencias a presuntos errores en los nombres de las presuntas víctimas. Dichas observaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios, los que efectuaron las aclaraciones que estimaron pertinentes a tal fin.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia del 29 de julio de 1988. Serie C N°4, párrafo 65.


� CIDH, Informe No. 10/08, Petición 733-03, Admisibilidad, Santos Ernesto Salinas, El Salvador. 5 de marzo de 2008, párrafo 24; Informe No. 66/08, Petición 1072-03, Admisibilidad, Manuel Antonio Bonilla Osorio y Ricardo Ayala Abarca, El Salvador, 25 de julio de 2008, párrafo 42.


� CIDH, Informe No. 11/08, Petición 732-03, Admisibilidad, Emelinda Lorena Hernández, El Salvador, 5 de marzo de 2008, párrafo 36, citando a CIDH, Caso Hermanas Serrano Cruz, Informe No. 31/01, en el cual la Comisión decidió declarar  admisible el caso y aplicó la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención, con base en que “[h]asta la fecha de adopción de[l] informe los recursos internos no ha[bían] operado con la efectividad que se requiere para investigar una denuncia de desaparición forzada [… e indicó que] ha[bían] transcurrido casi ocho años desde que se presentó la primera denuncia ante las autoridades en El Salvador, sin que hasta la fecha de adopción del […] informe se h[ubiera] establecido de manera definitiva cómo sucedieron los hechos”.


� CIDH, Informe No. 11/08, Petición 732-03, Admisibilidad, Emelinda Lorena Hernández, El Salvador, 5 de marzo de 2008, párrafo 36, citando a la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 20 de marzo de 2002, en el proceso de hábeas corpus No. 379-2000, Ana Julia y Carmelina Mejía Ramírez.


� CIDH, Informe No. 11/08, Petición 732-03, Admisibilidad, Emelinda Lorena Hernández, El Salvador, 5 de marzo de 2008, párrafo 35.


� CIDH, Informe No. 4/10, Petición 664-98, Admisibilidad, Rigoberto Tenorio Roca y otros, Perú, 15 de marzo de 2010, párrafo 38.


� Señala la denuncia: “En el camino hacia la casa de mi papa encontré algunas velas, imaginándome que algo había sucedido, llegue a la casa y me encontré con los cadáveres de mis hermanos Rufino y Teresa. […] Al llegar a  la casa encontré a mi hermana Marta Elba Ramírez quien nos contó que como a la media noche llegaron individuos vestidos de deportistas armados con fusiles G-3 y con pañoletas en la frente y llamaron a su hermano Rufino, quien se levantó, se hincó e hizo sus oraciones, y luego lo capturaron, pero en el camino lo mataron porque se quiso escapar, ante lo cual mi hermana Teresa les reclamó a los sujetos armados y estos la mataron”.





